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Honorables Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ  

Sala Civil 

Magistrado Ponente: Dra. Aída Victoria Lozano Rico 

E.  S.  D. 

 

 

Referencia: Proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual 

iniciado por ISAURA CELY AMAYA y otros en contra de 

OLEODUCTO BICENTENARIO DE COLOMBIA S.A.S. 

y otros 

Expediente No: 11001-3103-036-2013-00167-01 

Asunto:  Recurso de reposición 

 

  

NCIOLÁS ROBLEDO REYES, mayor de edad, vecino y domiciliado en la ciudad de 

Bogotá, D.C., abogado titulado e inscrito, identificado con la cédula de ciudadanía número 

1.020.772.784 de Bogotá D.C. y portador de la tarjeta profesional de abogado número 

291.427 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de apoderado especial 

de OLEODUCTO BICENTENARIO DE COLOMBIA S.A.S. (en adelante 

“Bicentenario”), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 318 del Código General del 

Proceso (el “CGP”), respetuosamente me permito manifestar que interpongo RECURSO DE 

REPOSICIÓN en contra del auto de 30 de agosto de 2021, notificado por estado el día 31 

del mismo mes y año (el “Auto”). 

 

El presente recurso tiene por objeto que se REVOQUE el Auto, habida cuenta de que lo que 

corresponde en este caso es que se declare desierto el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora contra la sentencia de primera instancia, pues el mismo no fue sustentado dentro 

de la respectiva oportunidad, tal como pasa a exponerse y reiterarse a continuación. 

 

I. FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS QUE EVIDENCIAN QUE EL 

AUTO DEBERÁ SER REVOCADO 

 

1. Según el Auto, en el presente caso no hay lugar a declarar desierta la apelación 

interpuesta por la parte actora contra la sentencia de primera instancia, ya que: 

 

“En el sub examine por autos del 16 de julio y 5 de agosto de 2021, se 

admitieron las impugnaciones propuestas por la parte demandante y la 

Procuradora 31 Judicial II, sin ordenar que se confiriera traslado a sus 

promotores para que las sustentaran; por el contrario, al emitir el mandato 

consistente en que el expediente debía ingresar al Despacho, una vez en firme 

esas providencias, mal podía interpretarse que ese término empezaría a 

correr, por expresa prohibición del inciso sexto del artículo 118 del Estatuto 

General del Proceso, según el cual “Mientras el expediente esté al despacho 

no correrán términos (…)”. 

 

Sumado a ello, si bien es cierto que en el informe secretarial del 10 de junio 

del año en curso, expedido por el Juzgado Cincuenta y Uno Civil del Circuito 

de esta ciudad, se hizo consta que “EL TÉRMINO SEÑALADO EN EL 
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NUMERAL TERCERO DEL ARTÍCULO 322 DEL CÓDIGO GENERAL 

DEL PROCESO CORRIÓ LOS DÍAS 1, 2 Y 5 DE OCTUBRE DE 2020, 

TÉRMINO QUE VENCIÓ EN SILENCIO”7, los reparos concretos al fallo, 

fueron presentados por los accionantes, durante la audiencia celebrada el 30 

de septiembre de 2020, como puede constatarse en los minutos 20:33 a 25:08 

del audio. 

 

Así las cosas, no es viable acceder a los pedimentos encaminados a que se 

declare desierta la alzada interpuesta por la parte actora, pues aún no se ha 

ordenado correr traslado para que se presente la sustentación respectiva”. 

 

2. Sin embargo, al Despacho no sólo no le asiste razón en absolutamente nada de lo dicho, 

sino que, además, estas consideraciones contradicen frontalmente las muy claras 

disposiciones de una amplia gama de normas procesales, empezando por los artículos 

322 del CGP y 14 del Decreto 806 de 2020.  

 

3. En efecto, y, en primer lugar, no es cierto que en el auto que se admite la apelación 

contra la sentencia de primera instancia se deba ordenar correr traslado al recurrente 

para efectos de que presente la respectiva sustentación.   

 

4. Muy por el contrario, el inciso tercero del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, vigente 

y aplicable tanto para el momento de expedición de la sentencia de primera instancia 

como para hoy, expresamente dispone en qué forma y oportunidad debe hacerse la 

sustentación de la apelación. Dispone la referida norma que:  

 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 

pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de 

los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la 

parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de 

traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto.” (énfasis 

añadido) 

 

5. En ningún momento la norma establece que admitida la apelación el expediente deberá 

volver al Despacho para que se ordene correr traslado para sustentar el recurso de 

apelación.  

 

6. En cambio, lo que expresamente dispone este inciso es que ese término empieza a 

correr automáticamente una vez ejecutoriado el auto que admite la apelación o que 

niega la solicitud de pruebas en segunda instancia.  

 

7. Se trata, por lo tanto, de un término que transcurre automáticamente por ministerio de 

la ley, sin que sea necesario que ni por auto ni por secretaria se confiera ese término 

y/o que se corra ningún traslado. Y, por lo mismo, el apelante tiene la carga de radicar 

el escrito de sustentación de su recurso dentro de este término, se insiste, sin necesidad 

de que el respectivo despacho judicial así se lo ordene o requiera.  

 

8. Siendo así las cosas, con posterioridad a la ejecutoria del auto del 16 de julio de 2021, 

la parte demandante contaba con cinco días hábiles para sustentar ante el H. Tribunal 

su recurso.  



 
 

3 
 

 

9. Sin embargo, dentro de ese término de ley la parte actora no radicó ningún escrito de 

sustentación de su apelación. Solamente lo hizo el señor Agente del Ministerio Público, 

quien había radicado una apelación adhesiva la cual se limitaba, única y 

exclusivamente, a reprochar la condena en costas de la sentencia de primera instancia, 

dado el amparo de pobreza de los demandantes. 

 

10. Con posterioridad, mediante auto de 5 de agosto de 2021, notificado por estado el día 

6 del mismo mes y año, el Despacho se volvió a pronunciar frente a la admisión del 

recurso de apelación, habida cuenta de que en la providencia de 16 de julio no se 

pronunció frente a la apelación interpuesta por la Procuraduría General de la Nación. 

 

11. Pues bien, dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este nuevo auto la 

parte demandante tampoco presentó sustentación alguna de su recurso de apelación. 

 

12. Como puede observar el H. Tribunal, a la fecha, los demandantes no radicaron 

sustentación alguna de su recurso de apelación, pese a haber contado con dos 

oportunidades procesales para tal efecto.  

 

13. Para que no haya ninguna duda sobre el particular, la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia expresamente reiteró la necesidad de que ese escrito se presente en los 

términos previstos en el artículo 14 del Decreto 806 para tal efecto, a saber: 

 

“(…) el Tribunal acogió una posición contraria a la jurisprudencia 

decantada de esta Sala, dando por válidas las alegaciones presentadas en 

primera instancia, sin tener en cuenta que la intención del legislador, 

ratificada por la sentencia unificadora SU 418 de 2019 de la Corte 

Constitucional, es que la sustentación ante el juez de segunda instancia 

es obligatoria, sea en forma oral como lo establece el Código General del 

Proceso, ya por escrito como lo señala el decreto 806 de 2020, pero en 

todo caso ante el juez ad quem, y que no son válidos los argumentos 

acogidos por el fallador acusado de dar validez y eficacia a los 

argumentos allegados cuando se propuso el recurso o sea los 

presentados ante el juez de primera instancia así sean completos”1 

(énfasis añadido). 

 

14. Es claro entonces que, contrario a lo dicho en el Auto, en el caso de autos se ha 

configurado el supuesto de hecho contemplado en el inciso tercero del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020, circunstancia que acarrea la declaratoria de desierta de la 

apelación de la parte demandante.  

 

15. Ahora, señala el Tribunal que, como en las providencias de 16 de julio y de 5 de agosto 

de 2021 se ordenó el posterior ingreso del expediente al Despacho, entonces no podía 

correr automáticamente el término de que trata el inciso tercero del artículo 14 del 

Decreto 806 de 2020. Lo anterior, por razón de lo dispuesto en el inciso sexto del 

artículo 118 del CGP. 

 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia STC705-2021. 
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16. Sin embargo, dos razones evidencian, con absoluta contundencia, que en este punto 

tampoco le asiste razón al Auto. 

 

17. En primer lugar, porque el Despacho no puede controvertir o derogar, a través de un 

auto, las disposiciones del inciso tercero del artículo 14 del Decreto 806. Por ende, aún 

si en las providencias de 16 de julio y de 5 de agosto se ordenó el ingreso del expediente 

al Despacho ello de ninguna manera prevalece ni modifica las muy claras disposiciones 

legales que rigen la materia. 

 

18. En segundo término, porque en el Auto el Tribunal pasa por alto lo dispuesto en el 

inciso quinto del mismo artículo 118 del CGP, el cual dispone que “mientras esté 

corriendo un término, no podrá ingresar el expediente al despacho” (subraya y 

negrillas por fuera del texto).  

 

19. De ahí que al Tribunal no le fuera dado ingresar el expediente al Despacho mientras 

corrían los términos del mencionado inciso tercero del artículo 14 del Decreto 806 de 

2020. 

 

20. Y, si por alguna razón se ingresó el expediente al Despacho mientras corría el término 

para que el apelante sustentara su apelación, ello en nada invalida, suspende y/o 

interrumpe dicho término. Se trata de una prohibición dirigida a los servidores 

judiciales, más no de una disposición tendiente a permitir que se interrumpan los 

términos por el simple hecho de que un funcionario entre el expediente al Despacho.  

 

21. De otro lado, es del caso reiterar que no es cierto, como equivocadamente lo consideró 

el Tribunal, que por el hecho de que la parte demandante haya presentado los reparos 

al fallo de primera instancia dentro de la audiencia de instrucción y juzgamiento que se 

surtió ante el Juzgado, entonces tampoco habría lugar a declarar desierta la apelación.  

 

22. Por fortuna, la Corte Suprema de Justicia ha aclarado que se trata en realidad de dos 

actos diferentes, y que ambos son carga procesal ineludible e insustituible del apelante, 

so pena de que su recurso deba ser declarado desierto:  

 

“2.3. (…) la apelación de sentencias supone, en resumen, dos actuaciones 

del recurrente:  

 

2.3.1. La interposición de la impugnación ante el a quo, con expresa y 

concreta indicación de los ‘reparos concretos’ que se formulen al fallo 

cuestionado, laborío que él deberá hacer oralmente en la audiencia donde 

se profiera el mismo, o por escrito, dentro de los tres días siguientes a la 

fecha de ese acto, o de la notificación, si la sentencia no se dictó en 

audiencia. 

 

2.3.2. Y la sustentación, que debe guardar estricta armonía con los 

referidos reproches específicos indicados al interponerse el recurso y 

que, necesariamente, debe realizar ante el superior … 

 

(…)  
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2.4. La insatisfacción de cualquiera de esas exigencias trae como 

consecuencia la deserción del recurso, determinación que adoptará el a 

quo, si se deriva del incumplimiento de la primera o, el ad quem, si de la 

segunda. 

 

3. No obstante su estrecha relación, se trata de pasos o fases autónomas, 

en tanto que, como se observa, cada una tiene objetivos propios, se 

realiza de forma distinta, en momentos diversos y ante autoridades 

diferentes, amén que su desatención cuenta con una sanción 

independiente, pese a ser la misma”2 (énfasis añadido) 

 

23. Basta lo anterior para colegir que la parte demandante, en calidad de apelante, debía 

agotar la carga prevista por los artículos 322 del Código General del Proceso y 14 del 

Decreto 806 de 2020, en el sentido de sustentar ante el H. Tribunal el recurso de alzada 

que promovió.  

 

24. Ante esta situación, no es procedente, como mal lo hace el Auto, pretender equiparar 

la manifestación de reparos que hizo la parte demandante en audiencia del 30 de 

septiembre de 2020 con la sustentación que debió hacer tras la admisión del recurso 

por parte del H. Tribunal. Se insiste: ya la Corte Suprema de Justicia zanjó cualquier 

discusión que pudiera haber sobre este particular. 

 

25. Dicho esto, y visto que, pese a haber contado con dos oportunidades diferentes, el 

extremo demandante en ningún momento presentó tal sustentación ante el H. Tribunal, 

entonces es claro que no agotó la carga de sustentación exigida frente a la segunda 

instancia. 

 

26. No solo no lo hizo dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria del auto de 16 de 

julio que admitió el recurso (lo que basta para declararlo desierto) sino que tampoco lo 

hizo luego de notificado el auto de 5 de agosto de 2021.  

 

27. Finalmente, debe reiterarse que en el caso de autos no hay lugar ni derecho para 

ordenar, mediante auto, que se corra el término previsto en el inciso tercero del artículo 

14 del Decreto 806 de 2020, como mal se ordenó mediante el numeral tercero de la 

parte resolutiva del Auto. 

 

28. Como viene de decirse, y es claro ya, por una parte, el término de cinco (5) días 

contemplado en el inciso tercero del artículo 14 del Decreto 806 corre automáticamente 

y por ministerio de la ley, sin necesidad de auto y/o traslado secretarial que lo ordene. 

 

29. Y, por la otra, ese término ya feneció en silencio, motivo por el cual no puede el 

Despacho revivir y/o volver a conceder términos ya vencidos, como que ello redundaría 

en una muy grave violación, no sólo de las normas procesales aplicables, sino, además, 

del derecho al debido proceso y a la igualdad de armas entre las partes. 

 

 

 

 
2 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 28 de julio de 2021. M.P. Álvaro Fernando García 

Restrepo. Expediente SC3148-2021. Rad. No. 2014-00403-02. 
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II. SOLICITUD 

 

En virtud de las consideraciones que han quedado expuestas, y de los argumentos de hecho 

y de derecho que las soportan, respetuosamente reitero mi solicitud inicial, en el sentido de 

que se REVOQUE el auto de 30 de agosto de 2021, y que, en su lugar, y de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 322 del Código General del Proceso, en concordancia con el 

artículo 14 del Decreto 806 de 2020, se DECLARE DESIERTO el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 30 de septiembre de 2020, 

proferida por el Juzgado 51 Civil del Circuito de Bogotá.  

 

 

De los Honorables Magistrados, con toda atención y respeto, 

 

 

 

 

 

NICOLÁS ROBLEDO REYES 

C.C.1.020.772.784 80 de Bogotá D.C.  

T.P. 291.427 del C.S. de la J. 



Honorables Magistrados 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
SALA CIVIL 
MP. LILIANA AIDA LIZARAZO V. 
E. S.  D. 
 
 
REFERENCIA:    RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
RADICADO:  11001310303320130082607 

DEMANDANTES:  LUZ ESTELA PEÑA MATEUS Y OTROS 
DEMANDADO:  TRANSPORTES AUTOLLANOS S.A. Y OTROS 
 
 

 
 
ASUNTO:   Recurso de reposición. 
 
EVER LEONEL ARIZA MARIN, abogado en ejercicio, identificado como aparece 
al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado judicial reconocido de 
TRANSPORTES AUTOLLANOS S.A., con el debido respeto me dirijo a usted 
para manifestarle que interpongo recurso de reposición en contra del auto 
proferido por su Despacho el día 13 de septiembre de 2021, notificado por estado 
el día 14 del mismo mes y año, mediante el cual admitió los recursos de apelación 
interpuestos por la parte actora y los demandados TRANSPORTES 
AUTOLLANOS S.A. y LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO 
COOPERATIVO, en contra de la sentencia proferida en primera instancia por el 
Juzgado 51 Civil del Circuito de Bogotá. 
 

1. Objeto del recurso. 
 
El objeto del recurso es que el auto recurrido sea revocado parcialmente, en 
cuanto se refiere a la admisión del recurso de apelación interpuesto por la parte 
actora. 
 

2. Fundamentos del recurso. 
 
El artículo 322 del CGP establece que el recurso de apelación se interpone 
conforme a las reglas que allí se indican. En el numeral primero de dicha norma se 
menciona que “El recurso de apelación contra cualquier providencia que se 
emita en el curso de una audiencia o diligencia, deberá interponerse en 
forma verbal inmediatamente después de pronunciada.” (Se resalta) 
 
De acuerdo con lo anterior, la oportunidad para que la parte actora interpusiera el 
recurso de apelación en contra de la sentencia proferida en primera instancia por 
el Juzgado 51 Civil del Circuito fue inmediatamente la sentencia fue notificada en 
estrados, pues la misma se profirió en audiencia. 
 
No obstante, y como la Honorable Magistrada podrá corroborar con la grabación 
de la audiencia (minuto 29:45), en aquel momento la parte actora señaló 
expresamente no tener ninguna manifestación con respecto a la sentencia 
proferida y no interpuso el recurso de apelación en contra de esta. 
 
Resulta evidente, entonces, que la parte actora perdió la oportunidad procesal 
establecida para interponer el recurso de apelación. 
 



Lo que hizo posteriormente y ya de forma extemporánea, fue interponer el recurso 
de apelación por escrito dentro de los tres días siguientes a la fecha en que se 
realizó la audiencia, lo cual no es procedente. 
 

3. Petición. 
 
Con base en los anteriores argumentos, se impone revocar parcialmente el auto 
recurrido, para en lugar de admitir el recurso de apelación interpuesto por la parte 
actora, se rechace el mismo por extemporáneo, según se ha explicado. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 

 
EVER LEONEL ARIZA MARIN 
C.C. 13.954.413 de Vélez 
T.P. 67.227 del C.S.J. 



 

Bogotá D.C. 16 de septiembre de 2021 

 

Respetados Señores  

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL SALA CIVIL  

E.        S.        D. 

  

Referencia:         Proceso Declarativo de Responsabilidad Civil Extracontractual                                        

Demandantes:    Luz Estela, Hildebrando, John Fredy, Deyanira Peña Mateus, 

Eudilia Mateus Peña, Valeria Monroy Peña, Brando Peña Parda 

y Gabriela Peña Barragan  

Demandados:    Autollanos S.A., Adispetrol, Gladys Solano, Manuel Cárdenas, 

Alexander Salazar, Jorge Castiblanco, La Equidad Seguros 

Generales O.C. y Seguros del Estado S.A 

Radicado:          11001310303320130082607 

 

ASUNTO: SUSTENTACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN 

 

ADRIANA CONSUELO PABÓN RIVERA, mayor de edad, identificada con la cédula 

de ciudadanía No.52.264.448 de Bogotá, domiciliada y vecina de esta ciudad, 

abogada en ejercicio y portadora de la tarjeta profesional No.162.585 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando en nombre y representación de LA EQUIDAD 

SEGUROS GENERALES O.C., representada legalmente por el señor NESTOR RAUL 

HERNANDEZ OSPINA identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.311.640, tal y 

como consta en el certificado de existencia y representación expedido por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, aseguradora constituida mediante 

Escritura Pública No. 2948 del 24 de junio de 1970 ante la Notaria 10 del Circulo de 

Bogotá, identificada con el Nit.860.028.415-5 y con domicilio principal en la ciudad 

de Bogotá D.C., de conformidad con el poder general que me fuere conferido el 

12 de febrero de 2020 mediante escritura pública No. 143 de la Notaria 10 del 

Circulo de Bogotá, documentación que reposa en el expediente, me permito 

presentar el recurso de apelación contra la sentencia, manifestando lo siguiente: 

 



 

OBJETO DEL RECURSO 

 

Que se modifique la sentencia de primera instancia en lo que tiene que ver con los 

siguientes: 

REPAROS CONCRETOS 

 

1. La valoración que realizó el Juzgado en cuanto a las siguientes pruebas:  

La prueba documental denominada informe policial de accidentes de tránsito, 

incluye el croquis o bosquejo, allí se encuentra probado que el punto de impacto 

fue en el centro de la calzada, sobre la línea doble continua.  

 

La segunda prueba también es documental y se encuentra a folio 139. En la misma 

se prueba que el conductor del vehículo asegurado de placa SVB114 Manuel 

Cárdenas Castro manifestó no estar de acuerdo con el informe policial de 

accidentes de tránsito y la ubicación final que le fue diagramada al tercero camión 

de placa CTN-900.  

 

En los alegatos respetuosamente se solicitó al juzgador de primera instancia que 

con fundamento en estas pruebas evaluará la excepción subsidiaria de 

concurrencia de culpas con el camión de placa CTN-900, toda vez que si el punto 

de impacto entre los dos vehículos fue el centro de la calzada y no se diagrama 

una invasión de carril por parte del Microbus, no es lógica la codificación de 

invasión del carril contrario, más aún cuando el agente de carreteras que realizó 

dicho informe policial y croquis no estaba presente al momento del accidente y no 

rindió testimonio en el proceso. No obstante, el Juzgador no se manifiesto al 

respecto y fundó su declaración de responsabilidad solo haciendo alusión que la 

causal había sido impuesta únicamente al vehículo asegurado de placa SVB114 

afiliado al tomador de la póliza Autollanos. 

  

2. La valoración de testimonios de oídas y las sumas de la condena por daño 

moral 

La censura gira en torno a que el fallador de primer grado concluyó sin suficiente 

sustento probatorio toda vez que de los testimonios practicados a los señores Nidia 

Castiblanco, Jesus Rodriguez, Mariela Gazón, Blanca Barrera y Carlos Condacuri, 



 

se estableció que ninguno era testigo presencial y se referían a lo que otra persona 

les contó.  

 

Tampoco se interrogó a los demandantes estando decretada la prueba de estos 

interrogatorios a tomador de la póliza Autollanos. 

 

No óbstate se condenó a pagar 350 SMMLV a los demandantes por concepto de 

perjuicios morales, así:  

 

- Luz Stella Peña Mateus la suma de 100 smlmv.  

- Eudilia Mateus de Peña la suma de 70 smlmv  

- Valeria Camila Monroy Peña 50 smlmv  

- Deyanira Peña Mateus la suma de 50 smlmv.  

- Hildebrando y John Fredy Peña Mateus la suma de 30 smlmv para cada uno.  

- Bando Felipe Peña Barga y Gabriela Alejandra Peña Barragán la suma de 10 

smlmv para cada uno.  

 

El fallador dio por probado un tópico sin existir una plataforma fáctico-probatoria 

que le permitiera ver la realidad del daño y el grado de afectación a cada 

demandante.  

 

Al respecto, conviene precisar que, los llamados a probar eran los demandantes; 

no obstante, se insiste los testimonios eran de oídas, no se interrogó a los 

demandantes y se allegaron dictámenes periciales u otros medios de prueba sobre 

el daño que le causó la muerte de la menor Karla Peña Mateus a cada uno de los 

beneficiarios de la sentencia.  

 

FUNDAMENTOS LEGALES 

▪ Código General del Proceso  

▪ Decreto 806 de 2020 

La sentencia del Consejo de Estado del 10 de septiembre de 2014, la cual 

manifiesta “Sea lo primero relievar que contrario a lo señalado por los apelantes, el informe de 
tránsito no basta para construir el juicio de imputación, ni constituye la prueba única para 
determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que acaeció el accidente. Al respecto, 
conviene recordar que, según la sentencia de la Corte Constitucional, C-429 de 2003,- que sea dicho 
de paso, fue citada por la parte demandante para apoyar su argumento-, este documento se 
presume auténtico en relación con la persona que lo elaboró y su fecha, pero su contenido puede ser 
desvirtuado en el respectivo proceso. Véase: “Es preciso tener en cuenta también, que un informe de 
policía al haber sido elaborado con la intervención de un funcionario público formalmente es un 
documento público y como tal se presume auténtico, es decir, cierto en cuanto a la persona que lo 



 

ha elaborado, manuscrito o firmado, mientras no se compruebe lo contrario mediante tacha de 
falsedad, y hace fe de su otorgamiento y de su fecha; y, en cuanto a su contenido es susceptible de 
ser desvirtuado en el proceso judicial respectivo. “Este informe de policía entonces, en cuanto a su 
contenido material, deberá ser analizado por el fiscal o juez correspondientes siguiendo las reglas 
de la sana crítica y tendrá el valor probatorio que este funcionario le asigne en cada caso particular 
al examinarlo junto con los otros medios de prueba que se aporten a la investigación o al proceso 
respectivo, como quiera que en Colombia se encuentra proscrito, en materia probatoria, cualquier 
sistema de tarifa legal.” 
 
Atendiendo al concepto dado por la Honorable Corte Suprema de Justicia en su 

sentencia del 18 de septiembre de 2008 M.P. William Namén Vargas, “Se identifica 

con la noción de daño moral, el que incide o se proyecta en la esfera afectiva o 

inferior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, 

tristeza, pesar, etc.” (Casación Civil 13 mayo 2008, SC-035-2008, Expte. 11001-3103-

006-1997-09327-01). 

 

El daño moral es un daño extrapatrimonial que tiene lugar en el ámbito particular 

de la personalidad humana, en cuanto toca sentimientos íntimos tales como la 

pesadumbre, la aflicción, la soledad, la sensación de abandono o impotencia que 

el evento dañoso ocasiona a quien lo padece. Se refiere a la afectación de los 

sentimientos íntimos de la víctima o los sentimientos provenientes del dolor físico 

producido por la lesión. 
 

La jurisprudencia dice que el Juez se debe apoyar en las reglas de la experiencia, 

la CSJ en la sentencia SC20950-2017 del 12 diciembre de 2017, ha manifestado que 

el daño no patrimonial se puede presentar de varias maneras…entonces a saber 

no basta con probar el parentesco o las relaciones de consanguinidad con el 

fallecido, sino que se debe probar la cercanía con este.  
 
La Sala reitera la necesidad de acreditación probatoria del perjuicio moral que se pretende reclamar, 
sin perjuicio de que, en ausencia de otro tipo de pruebas, pueda reconocerse con base en las 
presunciones derivadas del parentesco, las cuales podrán ser desvirtuadas total o parcialmente por 
las entidades demandadas, demostrando la inexistencia o debilidad de la relación familiar en que se 
sustentan. (...) Ahora bien, no puede perderse de vista que de tiempo atrás la jurisprudencia de esta 
Sala –y de la Corte Suprema de Justicia también-, ha soportado la procedencia de reconocimiento de 
este tipo de perjuicios y su valoración no solamente con fundamento en la presunción de afecto y 
solidaridad que surge del mero parentesco, sino que, acudiendo al arbitrium judicis, ha utilizado 
como criterios o referentes objetivos para su cuantificación la características mismas del daño, su 
gravedad y extensión, el grado de afectación en el caso a cada persona, vale decir, el conjunto de 
elementos o circunstancias de hecho que enmarcan la situación del demandante afectado, para, por 
vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, llegar a concretar un monto indemnizatorio 
determinado que de ninguna manera puede asumirse como algo gracioso, nacido de la mera 
liberalidad del juez, y bajo esa concepción han de entenderse los lineamientos que la jurisprudencia 
ha llegado a decantar que en ese punto –el del quantum- obra como referente. NOTA DE RELATORIA: 
Sobre este tema se puede consultar: Corte Constitucional. Sentencia T 934 de 2009. Consejo de 
Estado, Sala Plena del 5 de noviembre de 1997, exp. S 259  

 



 

Es necesario tener en cuenta que “Para que el daño sea resarcible o indemnizable 

la doctrina y la jurisprudencia han establecido que debe reunir las características 

de cierto, concreto o determinado y personal. Al exigir que el perjuicio sea cierto, 

se entiende que no debe ser por ello simplemente hipotético, eventual. Es preciso 

que el Juez tenga la certeza de que el demandante se habría encontrado en una 

situación mejor si el demandado no hubiera realizado el seto que se le reprocha. 

Pero importa poco que el perjuicio de que se queje la víctima se haya realizado ya 

o que deba tan sólo producirse en lo futuro. Ciertamente, cuando el perjuicio es 

actual, la cuestión no se plantea: su existencia no ofrece duda alguna. Pero un 

perjuicio futuro puede presentar muy bien los mismos caracteres de certidumbre. 

Con frecuencia, las consecuencias de un acto o de una situación son ineluctables; 

de ellas resultará necesariamente en el porvenir un perjuicio cierto. Sección 

Tercera. Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez. Radicación: 73001-23-31-

000-1999-1240-01 Expediente: 20.614. Enero 27 de 2012 

 

“En este orden de ideas, la certeza del perjuicio hace relación a la evidencia y 

seguridad de su existencia, independientemente de que sea presente o futura, 

mientras que la eventualidad precisamente se opone a aquella característica, es 

decir, es incierto el daño “cuando hipotéticamente puede existir, pero depende 

de circunstancias de remota realización que pueden suceder o no y, por lo tanto, 

no puede considerarse a los efectos de la responsabilidad patrimonial. Y la 

concreción del daño se dirige a que el bien que se destruye deteriora o modifica 

se precisa finalmente en la determinación o cuantificación del monto 

indemnizable”.  

PRUEBAS 

 

• El expediente del proceso 

 

NOTIFICACIONES 

 

La Equidad Seguros Generales O.C. y la suscrita reciben notificaciones en la carrera 

9ª #99-07 pisos 12, 13, 14 y 15 o en correspondencia en la calle 100 No.9ª-45 Local 

interno No. 2 de la ciudad de Bogotá, D.C. o en los correos electrónicos 

notificacionesjudicialeslaequidad@laequidadseguros.coop 

adriana.pabon@laequidadseguros.coop 

 

De los honorables Magistrados, 

 

 

 
ADRIANA CONSUELO PABÓN RIVERA 

C.C 52.264.448 de Bogotá 

T.P. N° 162.585 del C.S. de la J.        
SGC 3032 

mailto:notificacionesjudicialeslaequidad@laequidadseguros.coop
mailto:adriana.pabon@laequidadseguros.coop














































Señor: 

MAGISTRADO IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SALA CIVIL 

E.       S.                                                          D. 

 

 

RADICACIÓN:      VERBAL 11 001 31 03 046 2017 00211 01 

DEMANDANTE:    NORBERTO ALIRIO ORREGO NARANJO 

DEMANDADO:      LUIS F. CORREA & ASOCIADOS S. A. EN LIQUIDACIÓN. -       

                              ALIANZA FIDUCIARIA S. A. – LIRICOM INVESMENTS LTDA 

 

DIANA ROBENA FORERO AYA, mayor de edad, domiciliada en Bogotá, 

identificada con cédula de ciudadanía número 52.269.217 de Bogotá, abogada 

portadora de la T.P. No 203.145 del C.S. de la J, actuando en calidad de apoderada 

de la parte demandante, y encontrándome dentro del término establecido en el 

artículo en el artículo 14 del decreto 806 de 2020; con   este   escrito  presento   

SUSTENTACIÓN  DEL  RECURSO   DE  APELACIÓN,  interpuesto   contra   la 

sentencia  de fecha mayo 4 de 2021 proferida por el juzgado 47 civil del circuito de  

Bogotá,  por  el cual   se  rechazan   las pretensiones  de  la demanda y condena  

en costas,  de  conformidad   con lo  siguiente: 

 

ARGUMENTOS    DEL   A   QUO. 

En decisión del A QUO rechaza las pretensiones   de la demanda argumentando en 

que no se encuentra demostrado los elementos argumentando lo siguiente: 

“Con fundamento en el marco normativo y probatorio relatado, se infiere que no se 

reunieron todos los requisitos para la declaración de responsabilidad civil 

contractual endilgada al extremo pasivo, debido a que, en esencia, no se acreditó 

que para el momento de la presentación de esta demanda un incumplimiento 

relevante de los demandados en las obligaciones derivadas de los contratos de 

vinculación de beneficio de área de un inmueble que haría parte de la fase II del 

proyecto inmobiliario Palmas de Iraka y de fiducia mercantil de administración del 

Fideicomiso ADM La Mesa. 

(…) 

 Por lo tanto, comoquiera que, de conformidad con el contrato de fiducia, junto con 

sus otrosíes 3, 5, 8 y 9, se estableció que el periodo preoperativo de la fase del 

proyecto concluyó en el 2015, cuando se cumplieron las condiciones de giro, y que 

el periodo operativo se extendería hasta el 31 de diciembre de 2018, esto implica 

que el fideicomitente y el gerente del proyecto contaban con plazo para la 

construcción y terminación de la unidad inmobiliaria cuyo derecho de dominio 

debería ser transferido al beneficiario de área para el momento de la presentación 

de la demanda, esto es, el 5 de julio de 2017 (f. 186, cuad. 1). 

 

Así las cosas, a partir de una interpretación literal, sistemática y en un sentido que 

produzca efectos respecto a los dos contratos sometidos a examen, se observa que, 



de un lado, no se había cumplido la condición suspensiva para que emergiera a 

cargo de la parte pasiva la obligación de transferir el dominio de la casa n.° 14 de la 

fase II etapa IV del proyecto Palmas de Iraka, pues no había terminado la obra, y,del 

otro, el plazo previsto en el Fideicomiso ADM La Mesa para la conclusión de la etapa 

operativa de construcción y terminación de la obra no había fenecido, por cuanto se 

contaba hasta el 31 de diciembre de 2018 para cumplir esa obligación derivada del 

contrato de fiducia mercantil. 

 

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACÍON 

 

Teniendo en cuenta lo anterior procede esta defensa a exponer sus razones por las 

cuales no está de acuerdo con la decisión adoptada por el despacho 47 civil del 

circuito de Bogotá. 

Como se contempló en los reparos concretos en cuanto a lo contemplado en el 

artículo 1602 del código civil  si bien es cierto, comparten obligaciones reciprocas, 

también es cierto que la parte que cumplió lo pactado inicialmente, asi como como 

en este caso el demandante, no puede ser condenado, las sociedades 

demandantes no cumplieron su carga contractual, ya que el retraso por más de 9 

años es claro que genera un incumplimiento y configura los requisitos axiológicos 

de la Responsabilidad Civil Contractual , en la medida que en los contratos no se 

pueden estipular fechas inciertas para el cumplimento de una obligación como en 

este caso; al señor Orrego Naranjo se le prometió la entrega de un bien inmueble 

como beneficiario de área, en el momento que cancelará la mitad del bien es decir 

la suma de $125.000.000(el entrego la suma de $135.000.000 como quedo 

comprobado con los recibos que se anexaron como pruebas) y de acuerdo al plan 

de pagos que se pactaron, el restante es decir el otro 50% del valor del bien, para 

el año 2014 fecha en la que le entregarían su casa con escrituras y no como 

interpreto el ad quo para el año 2018, fecha que también fue incumplida, ya que 

esas prorrogas fueron unilaterales sin el consentimiento del beneficiario de área, 

que no tenía que soportar el incumplimiento. 

Estos incumplimientos se ven estipulados en la sentencia recurrida quien enumero 

cada una de las fechas incumplidas, así como reconoció el incumplimiento diciendo 

que “no son de tal grado de relevancia que permitan inferir que existe un 

incumplimiento contractual trascendente”, de lo anterior se colige que si hubo un 

incumplimiento pero para el despacho esperar por más de ocho años un bien 

prometido para entrega a los dos años eso no es significativo, tener la zozobra de 

que su dinero se había perdido y que para sacar la obra adelante, tuvieran que 

recurrir a hipotecar los terrenos y solicitarles o más bien a obligar a los beneficiarios 

de área la inyección de más capital para poder sacar la obra adelante, que 

significará relevantes. 

Si se hubiera apoyado en fechas que ya habían sido incumplidas como lo fue el 

periodo preoperativo que si hubiera valorado bien los medios probatorios y detenido 

en verificar las fechas estipuladas en la carta de instrucciones se podía  constatar 

el incumplimiento (folio 46) y carta de instrucciones (folio 93) en la cual señala que 

se tenía que cumplir estas condiciones para el día catorce (14) de octubre de 2012 

y seria prorrogado por una sola vez es decir 14 de octubre de 2014, no existe 

documento en que mi poderdante haya convenido prorrogar estas fechas, así como 

no existe documento como prueba que se haya cumplido esta fase preoperativa en 

la fecha que se estipulo en el otro si (ff. 125-132, cuad. 1), solo lo mencionado en 

los escritos de la contestación de la demanda en que simplemente lo mencionaron 



sin allegar un documento que así lo demostrará, el despacho de primera instancia, 

no tomo en cuenta que al interponer la demanda ni siquiera se había iniciado la  

obra y esto no fue desvirtuado por las partes demandadas, cuando de acuerdo a lo 

escrito por las partes pasivas el periodo preoperativo se había cumplido en el año 

2015, es decir que  para el año 2017 se debían entregar las casas , en la medida 

que el período operativo estipulado era de 2 años.  así mismo como se reconoce 

problemas económicos para la realización de la obra, todo esto no es de mayor 

trascendencia, mi prohijado debía soportar todo, y que según se deriva de las 

consideraciones del despacho. 

Como se manifestó en los reparos concretos si el a quo hubiese valorado las 

pruebas aportadas se establecida plenamente el incumplimiento por la parte pasiva 

como lo fue igualmente en lo referido a que la fiduciaria recibió dineros por parte de 

mi poderdante sin ni siquiera haberse contemplado la fase II del proyecto como se 

evidencia en el otro sí No 7 , la cual fue regulada posteriormente  en  el otro sí No 8 

de fecha 1 de diciembre de 2015,en donde ya se había pagado mas de la mitad del 

bien.      

Tomo de la misma sentencia recurrida el pronunciamiento de la Corte Suprema de 

Justicia, magistrado ponente OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE SC5585-

2019 del 19 de diciembre de 2019 la cual sostuvo:  

 

(…) 

la responsabilidad contractual presupone la existencia y validez de un pacto jurídico 

ajustado entre dos o más sujetos de derecho; una desatención -total o parcial- de 

los compromisos adquiridos por uno de los extremos; así como la presencia de un 

detrimento derivado de tal acontecer, y el nexo causal entre tal omisión y su 

resultado. 

Ello es así porque los contratos válidos son ley para las partes (art.1602 C.C), 

quienes desde el momento de su perfección quedan compelidas a honrar las 

prestaciones asumidas y de no hacerlo tienen que salir a resarcir los daños que de 

su apartamiento unilateral deriven para quien sí los cumplió o, cuando menos, se 

acercó a atenderlos en la forma y términos pactados. 

De los presupuestos anteriores tenemos que se encentra demostrado la 

responsabilidad que tienen la parte pasiva frente a mi poderdante ya que como se 

evidencia en todo lo acontecido durante estos años, en la medida que los otro sí 

que respectan a las prórrogas y nuevas fechas fueron de forma unilateral pues no 

fueron consentidos por mi poderdante, como se puede desprender de este proceso 

pues no existe prueba que él los hubiese firmado y consentido. 

Todos los otro si fueron de manera arbitraria pues nunca contaron con la aprobación 

del beneficiario de área, que como el ad quo se pronuncio es ley para las partes, en 

este caso fue obligado a soportar sus problemas financieros y de construcción si 

tenerlo si quiera en cuenta, tomaban decisiones sin medir los daños que le estaban 

causando a los beneficiarios de área, el a quo no se tomó el trabajo de ver los años 

que han pasado, sin tener el resultado esperado. 

En los cuales han desatendido de forma tardía y de forma completa las obligaciones 

adquiridas, frente a la fiduciaria debió desde octubre de 2014 devolver los dineros 

del beneficiario de área como quedaba establecido en la carta de instrucciones, la 

construcción estaba para un periodo operativo de 24 meses y se llevó mucho más 

que esto, es tan así que la constructora entro en liquidación forzada por parte de la 



superintendencia de sociedades, por su parte lircom coadyubo a los anteriores 

incumplimientos. 

Cuando no existen incumplimientos las partes salen incólumes, caso que no ocurrió 

en este caso ya que la constructora fue llevada a liquidación forzada por su sin 

número de inconvenientes de toda índole. 

Para el a quo mi poderdante debía soportar todos los inconvenientes surgidos y que 

según el despacho él lo había consentido. 

Queda igual demostrado que existe un nexo causal en la omisión y su resultado, en 

la medida que la inversión que hizo el señor Orrego le ha perjudicado de gran 

manera pues han pasado ya 9 años en los cuales no ha obtenido aún el bien 

prometido para el año 2014; al respecto y por lealtad procesal me permito poner de 

conocimiento su despacho ,que el pasado 29 de julio del presente año se firmó la 

escritura sobre el bien en mención, sin embargo a la fecha no se ha realizado la 

entrega material del bien pues la liquidadora indico que se le están realizando 

adecuaciones para la entrega y cuando se terminen  se hará la entrega  y se indicara 

la fecha y hora es decir aún se desconoce está fecha, las escrituras las realizaron 

por la intervención de la SuperSociedades que ordenó  a la liquidadora escriturar 

estos bienes antes de la terminación del proceso de liquidación forzada.  

Igualmente, el señor Orrego tuvo que pagar un mayor valor de lo contemplado en el 

contrato inicial ya que la suma establecida eran DOSCIENTOS CINCUENTA 

MILLONES $250.000.0000 Y TERMINO PAGANDO DOSCIENTOS SESENTA Y 

SIETE MILLONES $ 267.000.000.  

De lo contemplado en los párrafos anteriores se tiene que el extremo pasivo 

incumplió de forma tardía todas las obligaciones contraídas en el contrato de 

beneficiario de área y le deben reconocer los perjuicios causados a mi poderdante. 

PETICIÓN 

Con fundamento en los planteamientos que anteceden, solicito se sirva revocar la 

sentencia recurrida, dictando en su lugar la que en derecho deba reemplazarla. 

Con lo anterior no sea condenado en costas en la medida que de acuerdo al artículo 

365 del Código General del proceso en su numeral 8, no fueron demostradas su 

causación, así mismo no hubo mala fe al interponer esta acción en el caso que no 

se acceda a lo peticionado. 

 

De la Señor Magistrado, 

 

Atentamente 

 

DIANA ROBENA FORERO AYA 

C.C. 52.269.217 de Bogotá 

T.P No 203.145 del C.S de la J. 


